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Panel integrado por su presidente, el Juez Ramírez Nazario, el Juez 

Rodríguez Casillas y el Juez Candelaria Rosa. 
 

 
Rodríguez Casillas, Juez Ponente 
 

 
RESOLUCIÓN 

En San Juan, Puerto Rico, a 19 de agosto de 2016. 

 El 12 de abril de 2016 la Unión de Tronquistas de Puerto Rico 

Local 901 (en adelante Unión o peticionaria) acudió ante nos 

mediante el presente recurso para solicitarnos la revocación de 

una sentencia del Tribunal de Primera Instancia, Sala de San 

Juan.1 Dicha determinación declaró sin lugar su impugnación de 

un laudo de arbitraje emitido el 24 de junio de 2015 y notificado a 

las partes ese mismo día.   

 Examinado el presente recurso de certiorari, denegamos 

expedir el auto solicitado. 

-I- 

 El asunto ante nuestra consideración se originó con un 

procedimiento ante el Negociado de Conciliación y Arbitraje del 

Departamento del Trabajo y Recursos Humanos (en adelante 

                                                 
1 El dictamen recurrido fue emitido el 13 de marzo de 2016 y notificado dos días 

después. 
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Negociado) como resultado de una serie de amonestaciones y 

suspensiones de trabajo en contra de la Sra. Lymaris Cabán que 

culminaron en un despido de Budget Rent a Car de Puerto Rico Inc. 

(en adelante Budget).2 

 La controversia se limitaba a determinar si las querellas 

relacionadas con las suspensiones y posterior despido de la Sra. 

Cabán eran procesalmente arbitrables, conforme lo dispone el 

procedimiento de ajuste de disputas del convenio colectivo vigente 

entre las partes. Luego de la celebración de una vista el 24 de 

marzo de 2015, en la cual las partes presentaron su prueba y 

argumentaron sus teorías, el Negociado dispuso que las 

controversias presentadas no eran arbitralmente procesables, por 

lo que, desestimó todas las querellas presentadas y emitió el laudo 

recurrido. Al emitirlo, el Negociado indicó lo siguiente: 

La defensa de arbitrabilidad, se levanta en el foro 
arbitral con la intención de impedir que el árbitro pase 
juicio sobre los méritos de la querella que tiene ante sí. 
La arbitrabilidad procesal cuestiona la madurez de una 
querella, al dilucidarse el hecho de si se cumplió o no 
con los términos establecidos en el convenio colectivo 

para el procesamiento de un agravio. 
 
El Procedimiento de Ajuste de Disputas contenido en el 
Artículo XIII, supra, del Convenio Colectivo claramente 
establece los pasos y términos en que deben 
procesarse las querellas. En el caso de autos, somos de 
opinión que la Unión no cumplió con los términos 
establecidos en el Artículo XIII, supra, del Convenio 
Colectivo suscrito por ambas partes. Para sustentar su 
posición el Patrono [Budget] presentó como testigos a 
varios supervisores de la querellante [Sra. Cabán] 

(…) 
Durante la vista, no se presentó evidencia documental 
por parte de la Unión que contradijera las declaraciones 
hechas por los testigos del Patrono (…)3  

 

El Negociado finalmente concluyó que: 

En el caso que nos ocupa, quedó claramente 
evidenciado que la Unión no cumplió con el 
Procedimiento de Ajuste de Disputas 

(…) 

                                                 
2 Las querellas eran las siguientes: Querella A-14-1442-23 de agosto de 2013, 

amonestación; Querella A-14-1443-16 de septiembre de 2013-amonestación; 

Querella A-14-1444-21 de octubre de 2013-suspensión por cinco días; Querella 

A-14-2348-4 de febrero de 2014- suspensión por veintiún días; Querella A-14-
3238-11 de abril de 2014-despido de empleo. 
3 Véase págs. 7-8 del laudo, en el apéndice del peticionario, págs. 46-47. 
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Las controversias relacionadas con las suspensiones y 
despido no son procesalmente  arbitrables. La falta de 
arbitrabilidad de éstos casos (sic) tornan académicas el 
resto de las querellas. Se desestiman todos los casos.4 
 

 El 14 de julio de  2015, la Unión impugnó el laudo ante el 

tribunal de instancia. El 31 de agosto de 2015, Budget se opuso y 

el 16 de noviembre de 2015, el foro recurrido celebró una vista 

argumentativa. Luego de presentar sus respectivos casos, el 

tribunal a quo confirmó el laudo y emitió la sentencia de la cual se 

acude en alzada mediante el presente recurso.  

Inconforme con la determinación de instancia, la Unión 

acudió ante nos mediante el recurso de epígrafe. El 26 de abril de 

2016, Budget presentó su alegato. Atendida la posición de ambas 

partes, nos encontramos en posición de resolver. 

-II- 

 Examinemos el derecho aplicable a los hechos previamente 

reseñados. 

 El Reglamento del Tribunal de Apelaciones dispone que este 

foro apelativo podrá revisar una resolución, orden o sentencia de la 

revisión de un laudo de arbitraje que haya realizado el Tribunal de 

Primera Instancia, mediante un recurso de certiorari.5 

El Reglamento del Tribunal de Apelaciones establece además 

varios criterios, para que este foro apelativo se guíe en el ejercicio 

de su discreción al decidir si expide o no el auto de certiorari.  A 

esos fines, la Regla 40 del Reglamento de este Tribunal dispone lo 

siguiente: 

A. Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho. 
B. Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema. 
C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia. 

                                                 
4 Véase pág. 9 del laudo, en el apéndice del peticionario, pág. 48. 
5 Regla 32(D) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, 
R. 32(D). Énfasis nuestro; Hosp. Del Maestro v. U.N.T.S., 151 D.P.R. 934, 941-

942 (2000). 
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D. Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 
E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 
caso es la más propicia para su consideración. 
F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito 
y una dilación indeseable en la solución final del litigio. 
G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia.6 

 
 Cabe señalar que el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

sido claro en señalar que un tribunal revisor no debe sustituir su 

criterio por el del foro de instancia, salvo cuando estén presentes 

circunstancias extraordinarias o indicios de pasión, prejuicio, 

parcialidad o error manifiesto.7  

De lo que se trata es que un tribunal apelativo ejerza su 

función revisora.    

A esos fines, debe determinar cuándo un tribunal de 

instancia ha abusado de su discreción, lo cual no constituye una 

tarea fácil.8 Para realizarla adecuadamente, el Tribunal Supremo 

indica expresamente que el adecuado ejercicio de discreción 

judicial está estrechamente relacionado con el concepto de 

razonabilidad.9 

Finalmente, cabe señalar además que en cuanto a las 

determinaciones laborales que los árbitros emiten mediante 

laudos, los tribunales confieren gran deferencia a estos. A esos 

fines, el Tribunal Supremo, ha señalado específicamente lo 

siguiente: 

[L]os tribunales confieren gran deferencia a las 
interpretaciones que haga el árbitro en el laudo de 
arbitraje relacionado a lo acordado en el convenio 
colectivo. Por tal razón, la revisión judicial de los laudos 
emitidos en el procedimiento de arbitraje se limitará a 
las instancias en las cuales quede demostrada la 
existencia de fraude, conducta impropia del árbitro, 
falta del debido proceso de ley, ausencia de 
jurisdicción, omisión de resolver todas las cuestiones en 
disputa o que el laudo sea contrario a la política 
pública. Lo anterior implica que un laudo no puede 

                                                 
6 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, R. 40. Énfasis nuestro. 
7 Coop.Seguros Múltiples de P.R. v. Lugo, 136 D.P.R. 203, 208 (1994). 
8 Rivera y otros v. Bco. Popular, 152 D.P.R. 140, 155 (2000). 
9 Id. 
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anularse por meros errores de criterio ya sean éstos en 

cuanto a la ley o en cuanto a los hechos.10 
 

-III- 

 A la luz del derecho previamente discutido, resolvemos que 

la sentencia del tribunal de instancia se encuentra debidamente 

fundamentada y es correcta en derecho.  

 El peticionario alega la comisión de un solo error en el que 

en síntesis señala que incidió el tribunal de instancia al confirmar 

el laudo a pesar de ser éste contrario a derecho, a la política 

pública y al debido proceso de ley. No tiene razón el peticionario. 

 El tribunal de instancia emitió una sentencia correcta y 

basada en los autos. Luego de examinar el laudo impugnado ante 

sí y la evidencia que tomó en consideración el Negociado, después 

de haberle dado amplia oportunidad a las partes para exponer sus 

respectivos casos, incluyendo una vista, el foro a quo válidamente 

confirmó la  determinación del laudo en cuanto a que la Unión no 

había cumplido con el procedimiento correspondiente dispuesto en 

el convenio colectivo y que por lo tanto, los asuntos presentados no 

eran arbitrables procesalmente. Tampoco evidenció sus 

alegaciones de violaciones al debido proceso de ley ni a la política 

pública, toda vez, que meras alegaciones vagas sin especificar los 

hechos constitutivos de violación con sus correspondientes fechas 

y evidencia, no tienen el efecto de probar causa de acción alguna. 

En ese sentido el laudo es claro y habla por sí mismo. 

En síntesis, en el presente caso, las partes tuvieron 

oportunidad de argumentar y presentar evidencia tanto en el 

proceso de arbitraje como ante el tribunal. No vemos que se haya 

violentado en forma alguna, el debido proceso de ley ni la política 

pública. Por el contrario, tanto el laudo como la sentencia, nos 

parecen determinaciones tomadas en sano juicio jurídico, 

                                                 
10 C.O.P.R v. S.P.U., 181 DPR 299, 328-329 (2011). Casos citados omitidos. 
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dirimiendo correctamente los hechos y aplicando correctamente el 

derecho. 

-IV- 

 Por los fundamentos antes expresados, denegamos la 

expedición del auto solicitado. 

 El Juez Candelaria Rosa concurre con el resultado sin 

opinión escrita. 

Lo acordó y manda el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

  

                               Lcda. Dimarie Alicea Lozada 
                            Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

  
 


